
En Ecuador, el tema de la seguridad 
social ha tomado, en los últimos años, 
centralidad en el debate público. La se-
guridad social ecuatoriana, está carac-
terizada por su poca cobertura; por la 
complejidad que tiene al existir siste-
mas paralelos para las fuerzas armadas 
y la policía; por las dificultades para 
plasmar los mandatos de la Constitu-
ción del 2008 que establecen su univer-
salidad bajo la responsabilidad del Es-
tado; por la falta de acuerdos para lle-
gar a pactos sociales y fiscales entre los 
diferentes actores; por la progresiva 
reducción de la inversión pública y li-
mitaciones para incorporar a nuevos 
usuarios, dada la alta informalidad del 
empleo y las barreras para que princi-
palmente los jóvenes encuentren em-
pleo formal. Lo cual ha llevado a plan-
tear dentro del debate político, los pro-
blemas de sostenibilidad del sistema, 
impulsando la posibilidad de transitar a 
sistemas de prestación mixtos y priva-
dos, pese a que ello está constitucio-
nalmente. 


Este trabajo busca realizar un breve re-
corrido histórico de la seguridad social 
en Ecuador; así como, los diferentes en-
foques que ha tenido en esta trayecto-
ria. Se partirá de describir los antece-
dentes que, desde un nivel contextual-
histórico y desde otro formal- institu-

cional, han dado forma a la seguridad 
social en Ecuador hasta nuestros tiem-
pos. Tras esto, se describirán los hitos 
en la historia de la seguridad social 
ecuatoriana, ordenándolos de manera 
cronológica, a la vez que contrastando 
los periodos que pueden distinguirse, 
con los distintos enfoques según los 
cuales se han dado diferentes ordena-
mientos y periodizaciones. Finalmente 
se dará una breve descripción de lo que 
han sido los últimos años de crisis de la 
institucionalidad de la seguridad social, 
a la vez que se expondrán los motivos 
que nos han llevado a ella. 


Antecedentes históricos de la emer-
gencia de la Seguridad Social en 
Ecuador 


La seguridad social se institucionaliza 
formalmente en 1928, durante el go-
bierno de Isidro Ayora, con la creación 
de la Caja de Jubilaciones y Montepío 
Civil, Retiro y Montepío Militares, Aho-
rro y Cooperativa, también conocida 
como Caja de Pensiones. Sin embargo, 
es posible rastrear ciertos antecedentes 
que pueden ser clasificados en dos ór-
denes: uno de carácter más contextual 
y otro conjunto de antecedentes más 
formales. 


Para el primer cúmulo de antecedentes 
Cisneros (2018) y Paz y Miño (2001) 
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coinciden en caracterizar las últimas 
décadas del siglo XIX y las primeras del 
siglo XX como un momento de prolife-
ración de los trabajadores asalariados 
en Ecuador, debido a varios factores 
como el auge agroexportador de cacao, 
los incentivos a las empresas comercia-
les y bancarias principalmente en la 
costa y la creación de numerosas fábri-
cas y manufacturas; lo que significó un 
desarrollo industrial, si bien incipiente 
en varios sectores, absolutamente de-
terminante para la transformación de 
la economía y las dinámicas sociales en 
el país. Esta abrupta escalada del 
desarrollo      industrial durante el pe-
riodo, dio lugar a la conformación de 
núcleos de obreros asalariados especia-
lizados, desde los cuales se apuntalaron 
diversas demandas en  materia de de-
rechos laborales que, en  general, ver-
saban sobre ciertas necesidades comu-
nes como la protección frente acciden-
tes de trabajo, reducción de la jornada 
laboral, aumento de salarios, creación 
de cajas de ahorro y montes de piedad, 
entre otras. Esto dio paso a que distin-
tos    gremios se asociaran para lograr 
mayor impacto en sus demandas, con-
formando varias organizaciones como 
la Sociedad Artística e Industrial en 
1892, la cual dado su carácter funda-
mentalmente religioso fue reprimida 
durante el gobierno liberal, que impulsó 
en el país un conjunto de reformas y 
transformaciones con una mayor parti-
cipación del Estado bajo un carácter 
laico. Es en este periodo liberal, 
1896-1914, en el que se constituyen 25 
sociedades artesanales, promovidas 
por el propio gobierno (Cisneros, 2018).


Así mismo, entre 1904 y 1906 se fun-
dan varias asociaciones de gremios de 
obreros a lo largo del país, como la So-
ciedad Alianza Obrera del Azuay, la So-
ciedad de Artesanos de Ibarra, ambas 
en 1904, la Confederación Obrera del 
Guayas en 1905, el Centro Católico de 
Obreros en Quito en 1906. Todas estas 
organizaciones compartían una plata-
forma de demanda para incorporar los 
derechos de la seguridad social en el 
trabajo (Cisneros, 2018). En 1909 se 
realiza el primer Congreso Obrero 
Ecuatoriano, y el segundo Congreso en 
1920, en que se exigieron de manera 
explícita las reivindicaciones compar-
tidas que habían venido constituyendo 
las demandas del sector obrero durante 
este periodo. Las disputas por plasmar 
estos derechos, movieron a las organi-
zaciones a realizar varios procesos de 
movilización y huelgas, siendo la más 
importante, por la represión guberna-
mental, la del 15 de noviembre de 1922, 
iniciada por obreros ferroviarios a los 
que se sumaron otros gremios de traba-
jadores la cual terminó con miles de 
muertos y heridos a manos del go-
bierno. 


Estos antecedentes están en un primer 
sistema legal protector, reservado de 
manera exclusiva para los militares a 
los que se les otorgaba prestaciones di-
rectamente de los fondos del Estado, 
debido a la inexistencia de una Caja Mi-
litar, hasta la primera década del siglo 
XX, en un sistema de pensiones vitali-
cias para artistas, intelectuales y ser-
vidores públicos que hubieran logrado 
un aporte significativo al país (Núñez, 
1993). En este marco, en 1917 se esta-
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blecen mediante Ley, una serie de 
reivindicaciones laborales, en cuanto a 
la jornada de ocho horas, descanso re-
munerado los domingos y días festivos 
y pago de horas extra (Núñez, 1993), a 
la vez que se impulsa por primera vez 
la creación de una Caja Nacional de Ju-
bilaciones y Pensiones, por la Cámara 
del Senado, pensada para diversos sec-
tores del mercado laboral formal. Sin 
embargo, pese a lo novedoso de la pro-
puesta, el gobierno del periodo llamado 
plutocrático de Alfredo Baquerizo Mo-
reno, rechazó el proyecto, aplazando la 
creación de un sistema de seguridad 
social (Paz y Miño, 2001). 


Los antecedentes formales de un siste-
ma de seguridad social en el país son 
rastreables solo a manera de proyectos 
y leyes específicas, a saber, de 1905, 
1915,1918 y 1923 (SIGWEB, 2015); 
mismas que, cabe resaltar, respondían 
a demandas distinguibles de diversos 
sectores del mercado laboral formal. 
Asunto este, que es visible, por ejemplo, 
en las demandas e ideas de 1920, de 
parte de los maestros, que plantearon 
la creación de un fondo de capital para 
jubilaciones al magisterio, propuesta 
dejada de lado y retomada en años in-
mediatamente posteriores, finalmente 
aprobada en 1923. No es sino hasta la 
Revolución Juliana y el gobierno de 
Ayora, que empieza a solidificarse un 
sistema de seguridad social en Ecuador, 
con la Ley de Jubilación, Montepío Ci-
vil, Ahorro y Cooperativa, en 1928 y la 

creación formal de la Caja de Pensiones, 
el mismo año (Núñez, 1993). 


Este periodo, de acuerdo con Porras 
(2015), se inscribe dentro de una pers-
pectiva en la que la seguridad social, es 
entendida como el “amparo mínimo de 
todos los seres humanos por el hecho 
de ser tales, sin necesidad de tomar en 
cuenta su condición laboral” (Porras, 
2015: 92), lo cual sustentará la institu-
cionalización posterior de la seguridad 
social en el gobierno de Ayora. Carran-
za y Cisneros (2014) plantean que, du-
rante estas décadas previas, se tuvo un 
Estado desentendido de la protección y 
seguridad social, y que los esfuerzos 
aislados al respecto provenían de enti-
dades privadas y religiosas, bajo prin-
cipios caritativos y filantrópicos, como 
lo fueron la Junta de Beneficencia en 
Guayaquil , varias instituciones carita1 -
tivas bajo lógicas hacendatarias en Qui-
to y múltiples congregaciones religiosas 
en la Amazonía. Este escenario se ve 
modificado de manera contundente re-
cién en 1925 con la Revolución Juliana, 
en el que la seguridad social se consti-
tuye en una problemática central a ser 
promovida desde el Estado. 


En cuanto al segundo cúmulo de ante-
cedentes, se trata de asuntos de carác-
ter más formal y directo respecto de la 
constitución de un verdadero sistema 
de seguridad social en Ecuador. En el 
escenario descrito, en que a pesar de 
existir demandas más o menos genera-
lizadas y asociaciones que aglutinaban 

 Creada en enero de 1888, bajo Ordenanza del Municipio de Guayaquil y amparada en la Ley de 1

Municipalidades, que les facultaba la creación de Juntas de Beneficencia, las cuales podían hacerse 
cargo de la administración de hospitales, instituciones de salud mental y cementerios:  https://
juntadebeneficencia.org.ec/es/nosotros/historia 
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conjuntos de diversos gremios obreros, 
el periodo no deja de estar profunda-
mente marcado por lo que tiene de es-
pecialización y clasificación distintiva 
la figura del gremio, a la vez que por la 
preeminencia del trabajo formal. Estas 
características tuvieron como conse-
cuencia una respuesta estatal centrada 
en el mercado laboral formal, dejando 
de lado otros grupos de trabajadores no 
asalariados e informales. Enfoque que 
se extendió desde su institucionaliza-
ción (1928) hasta finales de la década 
de los 80 e inicios de los 90 (Carranza y 
Cisneros, 2014). 


Hitos de la Seguridad Social en Ecua-
dor 


Es posible rastrear y enumerar los hi-
tos históricos de la seguridad social en 
Ecuador, a la vez que clasificarlos según 
ciertas categorías. Es esto lo que se rea-
lizará a continuación, con la finalidad 
de comprender el modo en que la segu-
ridad social ha evolucionado en el país 
y las diversas maneras en que dicha 
evolución ha sido caracterizada según 
ciertos enfoques y modelos. 


La orientación a las temáticas sociales 
desde lo público, los esfuerzos de insti-
tucionalización y regulación al respecto 
que promovió la Revolución Juliana 
junto con el antecedente de la Ley pre-
paratoria de jubilaciones del magiste-
rio, de 1923, decantaron en la promul-
gación en 1928 la Ley de Jubilación, 
Montepío Civil, Ahorro y Cooperativa, 
con lo que se crea también la ya men-
cionada Caja de Pensiones, ampliando 
su cobertura a todos los empleados pú-
blicos y bancarios del país; permitiendo 

además que todas las personas pudie-
ran gozar de sus beneficios, exceptuan-
do el mortuorio y cooperativa. Tales 
beneficios contemplaban, pensiones por 
jubilación o inhabilitación, montepío 
para familias de servidores públicos fa-
llecidos, pensiones y montepío milita-
res, fondo de ahorros y préstamos a 
empleados y al público (Paz y Miño, 
2001). También en 1928 se promulgó la 
Ley de Jubilación Obligatoria para em-
pleados de banco. 


Esta última Ley se amplió a otros em-
pleados privados en 1935 abriéndose 
también la posibilidad de afiliación vo-
luntaria. Esto ocurre en 1935 durante 
el gobierno de Federico Páez, en que se 
promulga la Ley de Seguro Social Obli-
gatorio (Núñez, 1993), con lo que la se-
guridad social se extiende ampliamente 
a toda la población trabajadora formal 
en el Ecuador. Dicha Ley dispone crear 
el Instituto Nacional de Previsión, asig-
nándole la rectoría de la seguridad so-
cial en el país, relegando la Caja de Pen-
siones a un papel exclusivamente eje-
cutivo y dependiente del Instituto. No 
obstante, las funciones del Instituto ini-
cian al año siguiente, en 1936, creando, 
en 1937, la Caja de Seguro de Emplea-
dos Privados y Obreros o Caja del Segu-
ro Social, extendiendo de manera fácti-
ca la protección a los empleados del 
sector privado. Así también, fomentan-
do el Seguro Voluntario y el Patronato 
del Indio y del Montubio, e iniciando la-
bores el Servicio Médico del Seguro So-
cial como sección del Instituto (SIG-
WEB, 2015). Antes de seguir adelante, 
cabe resaltar otro hito de la década de 
los 30; la propuesta de una Ley de tra-

6



bajo y seguro para desocupados, en 
1934; no obstante, esta se rechazó (Paz 
y Miño, 2001). 


Para la década de los 40, se tienen im-
portantes reformas a la Ley del Seguro 
Social Obligatorio, que constaban en la 
ampliación de los sujetos a ser cubier-
tos dentro del sistema, pero sobre todo 
en sus prestaciones, estableciendo se-
guro de enfermedad, maternidad, inva-
lidez, vejez, muerte, viudez, orfandad, 
cooperativa mortuoria, fondo de reser-
va y el seguro facultativo y adicional 
(Carranza y Cisneros, 2014). Esto se 
concreta firmemente con la Constitu-
ción de 1945, en que los postulados de 
la Ley pasan a ser de nivel constitucio-
nal, además de buscarse en ella la ex-
tensión al mayor número posible de ha-
bitantes. En la Constitución se reconoce 
también la autonomía de las institucio-
nes del seguro social y se lo consagra 
como un derecho irrenunciable para los 
trabajadores (Porras, 2015). 


La década de los 50 pasa sin mayores 
cambios a través de someras reformas 
a la Ley del Seguro Social Obligatorio en 
1958, que versaron sobre el equilibrio 
financiero y las prestaciones y benef-
cios (SIGWEB, 2015). Y a esta década le 
siguen las más tumultuosas. A inicios 
de los 60, en 1963, durante la dictadu-
ra, se fusionan la Caja de Pensiones con 
la Caja del Seguro, formando la Caja 
Nacional del Seguro Social, que junto 
con el Departamento Médico quedan 
bajo supervisión del Instituto Nacional 
de Previsión (Porras, 2015; SIGWEB, 
2015). El año siguiente se establecen el 
Seguro de Riesgos del Trabajo, el Segu-
ro Artesanal, el Seguro de Profesionales 

y el Seguro de Trabajadores Domésticos 
y en 1966, el Seguro del Clero Secular. 
Luego, con una nueva Constitución, en 
1967, se establece nuevamente la segu-
ridad social como obligación del Estado 
y se estipula un régimen tripartito en-
tre el Estado, los empleadores y los tra-
bajadores. En 1967, tras los problemas 
de la fusión de las Cajas y la limitada 
cobertura de la seguridad social, se rea-
liza una serie de consultorías en las que 
participa la OIT, de lo que se deriva una 
Resolución sobre Reorganización del 
Seguro Social, en 1969 (Wolter, Carrera 
y Vaca, 1993). De estas consultorías y 
estudios se expidió en 1968 el Código 
de Seguridad Social, que planteaba la 
universalidad, solidaridad y obligato-
riedad del régimen de seguridad social, 
planteamientos que no llegaron a tra-
ducirse en la práctica (SIGWEB, 2015). 
En ese mismo año, con asesoría de la 
Organización Iberoamericana de Segu-
ridad Social, se dio un plan piloto del 
Seguro Social Campesino. 


Tras todo ello, y con los problemas aca-
rreados por la fusión, en medio de una 
gestión de reorganización, se elimina en 
1970 y sin motivos explícitos el Institu-
to Nacional de Previsión, durante la 
dictadura de Velasco Ibarra. Se estable-
ce ahí que sus fondos pasaran al Depar-
tamento Médico del Seguro Social, con 
la finalidad de iniciar la financiación de 
un Seguro Médico Familiar; proceso que 
también incluyó la transferencia de los 
bienes materiales y activos del Instituto 
a la Caja Nacional del Seguro Social 
(Wolter, Carrera y Vaca, 1993). El 
mismo año se dispone la creación del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad So-
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cial (IESS), sustituyendo la Caja Nacio-
nal del Seguro Social. Durante esta dé-
cada, marcada por dictaduras militares 
de corte nacionalista, el IESS se benef-
ció del auge petrolero y de inversiones 
gubernamentales, ampliando su cober-
tura incluso a los sectores más ricos del 
país, como una opción óptima para la 
atención de la salud; no obstante, esa 
ampliación fue mínima e insuficiente, 
llegando a cubrir apenas al 18% de la 
población (Paz y Miño, 2001). En 1972 
se vuelve a promulgar un Código de Se-
guridad Social, pero termina siendo rá-
pidamente suspendido. 


Con la vuelta de la democracia, en 
1979, se redacta una nueva Constitu-
ción, bajo el gobierno de Jaime Roldós, 
en que se recogen las bases de la ante-
rior de 1967. La seguridad social es de-
finida como derecho irrenunciable, ex-
tendido a toda la población, se establece 
que su financiamiento será tripartito y 
la autonomía de sus instituciones (Po-
rras, 2015). Durante ese gobierno la 
seguridad social se volvió una cuestión 
mucho más protagónica, llegando a ser 
un aspecto central del Plan Nacional de 
Desarrollo para 1979-1984. 


En el marco del Plan, se presenta en 
1980 un nuevo Código de Seguridad So-
cial, se mejoran las prestaciones entre 
1981 y 1983 y se promulga la Ley de 
Extensión del Seguro Social Campesino 
(Carranza y Cisneros, 2014). En 1986 
se crean el Seguro Obligatorio del Tra-
bajador Agrícola, el Seguro Voluntario 
y el Fondo de Seguridad Social Margi-
nal, para las personas que subsistían 
con ingresos menores al salario míni-
mo. Asimismo, se aprueba un proyecto 

de ley que envía el IESS, nombrando, en 
1987 una comisión de expertos para 
codificar la Ley del Seguro Social Obli-
gatorio. Esta Ley fue aprobada en 1988. 
Entre finales de los años 80 e inicios de 
los 90, durante el gobierno de Rodrigo 
Borja, pese al proceso de flexibilización 
laboral que promovió, se realizan va-
rias reformas tanto a nivel de las pres-
taciones, su financiamiento y la moder-
nización institucional. 


Del largo periodo expuesto hasta aquí, 
hay varios modos de clasificarlo. Porras 
(2015) identifica que desde 1928, con la 
creación de la Caja de Pensiones, Ecua-
dor asumió un modelo bismarckiano de 
seguridad social, basado en la protec-
ción de los trabajadores dependientes y 
sustentado por la contribución triparti-
ta ya vista entre Estado, trabajadores y 
empleadores. Para la autora, el sistema 
bismarckiano en el país se ha manteni-
do como base desde 1928 hasta entrado 
el siglo XXI; sin embargo, desde los 90 
empiezan a darse ligeras adhesiones de 
principios del modelo de Beveridge, que 
se basa en la ampliación de la seguridad 
social fuera del mercado laboral formal 
y en el financiamiento a través de car-
gas impositivas. Modelos ambos que 
responden a momentos específicos del 
contexto europeo; el segundo en cues-
tión, por ejemplo, tiene su emergencia 
en un encargo de Churchill durante la 
Segunda Guerra Mundial que, en base a 
las ideas keynesianas, propiciaba la 
creación de un sistema de protección 
social gratuito, generalizado y centrali-
zado para asegurar la accesibilidad a la 
salud y el pleno empleo, a manera de 
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una proyección de bienestar social tras 
la guerra (Foucault, 2012). 


Por otra parte, Carranza y Cisneros 
(2014) inician considerando el año de 
1928 en que se empieza la instituciona-
lización de la seguridad social, enten-
diendo que hasta inicios de los 90 se 
puede enmarcar el periodo en un enfo-
que planteado por Cecchini y Martínez 
(2011), en que la seguridad social esta-
ba profundamente enclaustrada en los 
trabajadores del sector formal. Este pe-
riodo, de acuerdo a Cisneros (2018), se 
divide en tres momentos: el primero 
que va de 1923 hasta 1934, en que se 
inician los intentos de consolidar un 
sistema de seguridad social, marcado 
por las demandas obreras y las cober-
turas de seguros y prestaciones dise-
minadas, el segundo que va de 1935 
hasta 1969, caracterizado por la fuerte 
transformación institucional, el incre-
mento de prestaciones y beneficiarios, y 
un tercer momento, que iniciaría en 
1970 pero se extendería a nuestra ac-
tualidad, en que se plantea la iniciativa 
central de universalizar el sistema de 
pensiones y la seguridad social. 


Al periodo descrito hasta aquí le sigue 
un momento que se corresponde con el 
segundo enfoque que identifica Cecchini 
y Martínez (2011), mismo que va desde 
finales de los 90 hasta inicios de los 
2000; un modelo marcado por la im-
plementación de políticas públicas que 
se orientaban a la constitución de una 
red de protección social con programas 
focalizados en que se contemplaban 

transferencias en especie y efectivo. La 
seguridad social enfrentaba en el mo-
mento una doble cruzada. Por una par-
te, arremetía una crisis económica de-
rivada del feriado bancario acaecido 
durante el gobierno de Jamil Mahuad, 
en 1999, cuyas consecuencias más in-
mediatas no dejaron de sentirse con 
fuerza durante la década del 2000. Por 
otra parte, se vivió un colapso de la se-
guridad social que tuvo importante pre-
sencia ya en los 80 y se extendió du-
rante la década de los 90. De este co-
lapso se resaltan las intenciones de 
eliminar la institucionalidad de la segu-
ridad social estatal, queriendo dejarla 
en manos privadas; cuestión que venía 
discutiéndose, aunque con menor fuer-
za, desde los inicios de la seguridad so-
cial en el país (Paz y Miño, 2001); mar-
cándose como una constante pugna en 
la historia de la seguridad social ecua-
toriana. 


Los mayores intentos por privatizar la 
seguridad social acaecieron en los 90, 
donde resalta la Consulta Popular de 
1995, durante el gobierno de Sixto Du-
rán Ballén, en que se planteó privatizar 
la seguridad social, pero el proyecto se 
rechazó con el triunfo electoral del NO. 
Otro hito importante al respecto fue la 
Constitución de 1998; si bien se adjudi-
caba al Estado la principal responsabi-
lidad sobre la seguridad social, en el Ar-
tículo 55 se reconoce la participación 
privada o mixta , no obstante, esta 2

Constitución supuso también un paso 
importante en lo concerniente a la uni-

 El texto constitucional en cuestión señala en su Art. 55: “La seguridad social será deber del Estado 2

y derecho irrenunciable de todos sus habitantes. Se prestará con la participación de los sectores 
público y privado, de conformidad con la ley”. 
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versalización de la seguridad social, 
expresada todavía de manera implícita 
(Carranza y Cisneros, 2014). 


En esta misma década se crean el Insti-
tuto de Seguridad Social de las Fuerzas 
Armadas (ISFFA) y el Instituto de Se-
guridad Social de la Policía (ISSPOL), se 
dan lugar a reformas en la salud que 
tienden a la privatización y descentra-
lización de tales servicios. Bien se pue-
de rastrear la existencia de una institu-
cionalidad de seguridad social separada 
para las Fuerzas Armadas desde la 
misma creación de la llamada Caja de 
Pensiones en 1928, que diferenciaba ya 
en su propio nombre: “Caja de Jubila-
ciones y Montepío Civil, Retiro y Mon-
tepío Militares, Ahorro y Cooperativa”, 
los distintos sujetos de cobertura, entre 
civiles y militares. Incluso antes de lo 
que concierne a la formalización de la 
seguridad social en el país durante el 
gobierno de Ayora, es menester tomar 
en cuenta que los militares constituían 
el único sector que gozaba de un siste-
ma legal protector, lo que, acompañado 
de la centralidad de las reivindicacio-
nes gremiales en los inicios y desarrollo 
de la seguridad social ecuatoriana, co-
locó al sector de las Fuerzas Armadas 
en un lugar diferenciado de otros traba-
jadores, privilegiado de cierta manera 
por el imaginario de riesgo que corre la 
profesión, —reforzado en buena medida 
por el conflicto limítrofe con el Perú— 
aun cuando sus requerimientos y pres-
taciones no distan mucho de las que se 
generalizaron en otros gremios. 


En el año 2000, para paliar los efectos 
de la crisis económica, se implementa 
un conjunto de programas sociales en el 

llamado Plan Social de Emergencia, con 
planes de seguridad social en educa-
ción, salud y bonos, dirigidos a las per-
sonas que cayeron en pobreza por la 
crisis. Después, en 2001 se expide la 
Ley de Seguridad Social, que reformaba 
el sistema de seguridad social en un sis-
tema de financiamiento mixto, abriendo 
posibilidades de ahorro individual; un 
régimen de pensiones intergeneracio-
nales apoyadas en el ahorro individual 
obligatorio y un aumento de la edad 
mínima de jubilación a 60 años; así 
también, se amplió la cobertura de sa-
lud a hijos menores de 6 años de afilia-
dos (Carranza y Cisneros, 2014). Cier-
tos artículos y acápites de esta Ley se 
declararon inconstitucionales, el 1 de 
febrero de 2004 mediante Resolución 
del Tribunal Constitucional, no obstan-
te se mantuvo vigente en una suerte de 
limbo jurídico (Cisneros, 2018), esto 
tras encontrarse disposiciones legales 
que contradecían y alteraban el Texto 
Constitucional en lo concerniente a los 
principios de solidaridad, universalidad 
y subsidiaridad, a saber, los Arts. 172, 
176, 177, 178, 179, 181, 206 y 227 y 
228 de la mencionada Ley; así como 
una inconstitucionalidad de Forma con-
tra el Art. 59 de la Constitución y la 
Disposición Transitoria Segunda, de la 
misma (Viteri, 2005). 


En 2007 toma lugar un breve periodo 
marcado por el tercer enfoque que des-
criben Cecchini y Martínez (2011), un 
enfoque basado en la protección social 
como asistencia, incluyendo la acumu-
lación de capital humano y la preven-
ción de riesgos. A este periodo lo mar-
can los intentos de reforma al sistema 
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de seguridad social, mediante esfuerzos 
de coordinación con otras instituciones 
públicas. En este periodo, el Ministerio 
de Salud busca consolidar la red pública 
de servicios de salud y la inclusión 
prioritaria de adultos mayores y perso-
nas con discapacidad y la promulgación 
de una Agenda Social, desde el Ministe-
rio Coordinador de Desarrollo Social, 
para generar mayor articulación de las 
políticas de protección social de carác-
ter asistencialista. A este breve mo-
mento lo sucede otro bajo un enfoque 
más universalista de la seguridad so-
cial; que toma lugar con la Constitución 
de 2008, durante el gobierno de Rafael 
Correa (Carranza y Cisneros, 2014). 


El periodo iniciado con la nueva Consti-
tución pone un protagonismo importan-
te sobre la seguridad social, colocándola 
en los Planes Nacionales de Desarrollo, 
que tomaron los nombres de Plan Na-
cional del Buen Vivir a partir del año 
2009. El tercero de ellos, de 2013-2017 
“apunta a la creación de un sistema de 
protección social universal que incluya 
a sectores sociales tradicionalmente 
excluidos, como son las trabajadoras 
domésticas, la población rural, los y las 
jóvenes en situación de riesgo, las per-
sonas con discapacidad y adultos ma-
yores” (Carranza y Cisneros, 2014: 10). 
Así también, en la Constitución se deja 
claro que el sistema de seguridad social 
no podrá privatizarse, a la vez que es-
tablece un Seguro Universal Obligatorio 
y ciertos regímenes especiales. En ella 
se entiende la seguridad social como un 
derecho universal e incluyente que el 
Estado debe garantizar; todo financiado 
a través de las aportaciones de trabaja-

dores formales e independientes, así 
como del Estado. 


Los efectos de esta nueva instituciona-
lización fueron importantes, incremen-
tándose la cobertura al sistema de se-
guridad social (afiliados al IESS ISSPOL 
e ISFFA) de un 25% en 2006 a un 41,4% 
en el 2012 (SENPLADES 2013). No obs-
tante, estos esfuerzos en ampliar la co-
bertura, así como el uso de los fondos 
del IESS en inversiones públicas, han 
planteado interrogantes respecto a la 
sostenibilidad y financiamiento del sis-
tema de seguridad social en el país. 


Las pretensiones de universalización 
de la seguridad social durante el go-
bierno de Correa se enmarcan en los 
esfuerzos por regular el trabajo en el 
país tras los efectos de la crisis de los 
90 e inicios del nuevo siglo; buscándose 
dar solución a la gran masa de desem-
pleados que se derivó de la crisis, la re-
patriación de emigrantes que huyeron 
de la difícil situación que se vivió, etc. 
Las medidas tomadas en materia labo-
ral por este gobierno, incluían la regu-
lación de la tercerización, la valoración 
de la irrenunciabilidad de los derechos 
laborales, el alza sistemática de sala-
rios en lo público y en lo privado orien-
tado a cerrar la brecha del salario mí-
nimo con el costo de la canasta básica. 
La gestión de Correa se basó en linea-
mientos de corte keynesiano, privile-
giando un fortalecimiento de la institu-
cionalidad estatal, una planificación de 
la economía y la administración pública 
que tendía a la centralización y a su ra-
cionalización, así como a la intensifica-
ción de la inversión pública en salud, 
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educación, vivienda y empleo (Gaus-
sens, 2016). 


Es visible que las tentativas de univer-
salización de la seguridad social y de la 
extensión en la accesibilidad a servicios 
básicos y protección de empleo durante 
el gobierno de Correa se acercaron más 
al modelo de seguridad social de Beve-
ridge; no obstante, se nutre también de 
lo que, para Foucault (2012), fue una 
contrafuerza al impulso de los postula-
dos de Beveridge en Europa; el neolibe-
ralismo. 


La Revolución Ciudadana combinó un 
modelo de seguridad social y centrali-
zación de la gestión social que relegaba 
en gran medida, frente a tendencias 
históricas previas, al sector privado 
(Ponce, 2015); con la iniciativa de forta-
lecer la producción, desarrollo y acu-
mulación de capital humano, a través 
de lo que se dio en llamar un cambio de 
la matriz productiva, a través de becas, 

programas de universalización y mejo-
ramiento de la educación e incentivos a 
la especialización laboral; influenciado 
en ello además por el pensamiento neo-
estructuralista cepalino. Las principa-
les críticas que tuvo al respecto el go-
bierno de Correa fueron el desaliento de 
la inversión y creación de empleo desde 
el sector privado y un crecimiento 
desmedido de la carga estatal, tanto a 
nivel de masa de empleados, cuanto a lo 
concerniente al gasto público. En ello se 
pueden notar los rezagos de la disputa 
que acompaña la historia de la seguri-
dad social en Ecuador, el papel del sec-
tor privado en ella y sus intentos por 
desplazar al Estado. 


Los principales hitos históricos de la 
emergencia y consolidación del sistema 
de seguridad social en Ecuador, se ilus-
tran en el gráfico 1.
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Fuente y elaboración: Maldonado (2017) 

Gráfico 1

Hitos históricos del la seguridad social en Ecuador 



Embates y trayectoria actuales de la 
Seguridad Social 


Durante el gobierno de Lenin Moreno, 
entre 2017 e inicios de 2021 se atendió 
a una nueva crisis de la institucionali-
dad de la seguridad social. La cabeza 
del Consejo Directivo del IESS fue re-
emplazada en seis ocasiones, debido en 
gran medida a escándalos de corrup-
ción que rodearon la institución (El 
Universo, 2021-a). A tal punto que las 
reformas necesarias para asegurar la 
sostenibilidad financiera del IESS a lar-
go plazo se vieron aplazadas y olvida-
das, la deuda adquirida en salud se in-
crementó de manera desmedida, com-
prometiéndose el gobierno a cubrirla 
con recursos públicos por un monto de 

1.527 millones de dólares  (IESS, 3

2020). 


De acuerdo a Jorge Wated presidente 
del Consejo Directivo del IESS (mayo 
2020 – marzo 2021) puesto por el go-
bierno de Moreno, la sumatoria de las 
deudas del Estado, solo en materia de 
salud (en que se cuentan atención a en-
fermedades catastróficas, a jefas del 
hogar, discapacitados y a jubilados), a 

mayo de 2021 ascendía a 4.285 millo-
nes de dólares. La deuda de atención a 
jubilados constituye tendencialmente la 
mayor parte de la deuda, pero desde 
2017, sin superar la deuda a jubilados, 
se acrecienta con velocidad la deuda 
para atención a enfermedades catastró-
ficas. A la deuda de salud se suman (to-
das en millones de dólares —a conti-
nuación: mdd) la deuda de pensiones 
por 2.149 mdd; deudas por riesgos de 
trabajo por 50 mdd; deuda del Seguro 
Social Campesino por 691 mdd; deudas 
por devolución del IVA por 201 mdd; y 
deuda del Seguro de desempleo por 5 
mdd. Dando un total de una deuda de 
7.381 mdd contraída por el Estado has-
ta mayo de 2021 (PRIMICIAS, 2021). 


Los problemas organizacionales, finan-
cieros y las garantías de accesibilidad y 
alcance de la seguridad social se vieron 
intensificados en el marco de la pande-
mia por la COVID-19 y por las medidas 
de austeridad de gasto público tomadas 
por Moreno desde inicios de su gestión 
y particularmente desde 2018. La acre-
centada necesidad de atención en sa-
lud, el desabastecimiento de insumos 
médicos, el desborde de hospitales y 
centros de salud, la desatención a los 
jubilados y grupos vulnerables, así 
como la incapacidad y falta de prepara-
ción para hacer frente a los nuevos re-
querimientos laborales y estudiantiles 
derivados de la pandemia y el confina-
miento, fueron varios de los problemas 

 Estaba previsto que este pago se haga en 3 cuotas en los meses de octubre, noviembre y diciembre 3

de 2020. No se llegó a cumplir con el monto comprometido, llegando este a un valor de US$ 1.051 
millones. Parte de estos fondos (al menos US$ 300 millones) fueron destinados a la compra de bonos 
del Estado para facilitar la liquidez del gobierno. “En este sentido Jorge Wated confirmó a este Diario 
[El Universo], que de los $ 528 millones recibidos, al menos $ 300 millones se han destinado para 
comprar bonos internos del Estado, por parte del Biess” (El Universo, 2020). 
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que aquejaron directamente a la segu-
ridad social en el país (Cruz, 2020). 


Esto dio paso a un imaginario cada vez 
más solidificado que ve derruida y 
atrapada en un callejón sin salida la 
institucionalidad de la seguridad social, 
inscrita en una deslegitimación de lo 
público, posicionando como ineficiente, 
insostenible y marcado por la corrup-
ción. Esto dio lugar a las tentativas del 
nuevo presidente, Guillermo Lasso, de 
buscar solventar la deuda adquirida a 
través de los fondos propios del Estado 
y de la concesión de activos del Estado 
(El Universo, 2021-b). Si bien el actual 
presidente al momento no ha manifes-
tado explícitamente tener intenciones 
de privatizar el IESS, sí ha puesto sobre 
la mesa la posibilidad de incentivar el 
desarrollo de la seguridad social priva-
da, bajo pretexto de descargar a los 
ciudadanos del aporte obligatorio que 
representa el IESS y siguiendo la idea 
de que esta institución no ha sido más 
que una caja chica de los gobiernos de 
turno, por el halo de corrupción que la 
rodea (Primera Plana, 2021). 


El imaginario que se ha articulado en 
los últimos años parece tender hacia 
una progresiva victoria de la constante 
referida en varias ocasiones a lo largo 
del texto: la pugna del sector privado 
por darse un lugar en la administración 
y gestión de la seguridad social en el 
país, ello pese a que la Constitución 
prohíbe explícitamente la privatización 
de la seguridad social. En el debate polí-
tico y público son manifiestos los es-
fuerzos por posicionar a la seguridad 
social como institución insostenible. 
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